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Resumen



En este libro se analizan algunos aspectos de la política de seguridad del gobierno de Enrique Peña (2012-2018), particularmente el discurso que se generó en esa administración para tratar de diferenciarse del predominante en el gobierno de Felipe Calderón (2006-2012), las acciones llevadas a cabo contra algunas organizaciones delictivas, y las prácticas y reacciones de éstas y otros grupos armados, legales e ilegales, en tres estados emblemáticos del país de donde son originarias: Sinaloa, Michoacán y Guerrero. En ellos y otros lugares hubo resultados nada presumibles de una estrategia que pretendió, en su autoimagen, ser diferente y mejor que la del gobierno anterior.

En esas y otras entidades federativas ha habido y hay presencia, influencia y a veces control territorial de organizaciones delictivas de distinto origen, tamaño, composición, división del trabajo, peso relativo en el campo delictivo, nacional y transnacional, y diversos tipos de relación entre ellas y los campos político, económico y social. Lo que se presenta en este libro es parte de una configuración y reconfiguración de relaciones sin duda diversas, complejas y difíciles de capturar de manera simbólica con un lenguaje apropiado y preciso, que no reproduzca ad nauseam las sobresimplificaciones de las etiquetas mediáticas más socorridas, como “narco” y “cártel”, por ejemplo. Se enfatiza la necesidad de una ruptura epistemológica con estas y otras etiquetas, de llevar a cabo un distanciamiento y una crítica que estimule a pensar de una manera distinta, y que permita elaborar categorías de análisis y conceptos para comprender mejor fenómenos sociales que ponen en jaque la seguridad colectiva.
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			Este libro es el resultado de otra etapa de un proyecto de investigación de larga duración que inició a finales de los años ochenta del siglo xx en el Instituto de Investigaciones Sociales de la Universidad Nacional Autónoma de México (iis-unam). De mi autoría hay cinco libros previos[2] y una cierta cantidad de artículos en revistas especializadas y libros colectivos editados en México y otros países. En estas publicaciones hay una reflexión epistemológica acerca de las etiquetas más comunes y predominantes empleadas en los discursos sobre las drogas ilegalizadas, los traficantes y la delincuencia organizada. También hay un análisis de una parte de la producción simbólica asociada al universo de los traficantes y de un proceso sociohistórico relacionado con ciertas sustancias psicoactivas (marihuana, cocaína, opiáceos) desde finales del siglo xix en México y su configuración al decretar su prohibición como subcampo delictivo a inicios del siglo xx. Hay un análisis de los vínculos estructurales de éste con el campo político en posición originaria de subordinación, de las transformaciones cualitativas de ambos y de la reconfiguración de las relaciones de poder que tuvieron al interior y entre ellos. Los libros anteriores están disponibles para quienes se interesen en conocer este proceso sociohistórico con mayor detalle, la manera en que lo he abordado, y compararlo, discutirlo, criticarlo, corregirlo (o retomarlo) y complementarlo con trabajos de otros colegas. Este corpus previo, que yo desearía que se conociera, es sustento y guía de este texto que analiza los aspectos particulares de un periodo de gobierno (2012-2018) en tres casos particulares, pero que obviamente no se limita al calendario formal del inicio y la terminación de un sexenio. El texto actual hace referencia también al pasado, sin abundar en lo ya tratado en los libros anteriores, a algunos posicionamientos políticos y a decisiones del gobierno federal posterior al del periodo analizado como preludio de investigaciones futuras.

			Las fuentes utilizadas para esta investigación fueron principalmente la prensa mexicana y de otros países; documentos oficiales de los gobiernos de México, Estados Unidos y Colombia, así como de organismos internacionales, y diccionarios y libros. En temas como el tratado en esta obra, la información está muy dispersa y no siempre es asequible, de ahí la necesidad de utilizar varias fuentes con características distintas pero complementarias como herramientas para construir un objeto de estudio. Hay diferencias cualitativas importantes relacionadas con la transparencia entre la información oficial del gobierno estadounidense y el gobierno mexicano, por ejemplo. En la prensa de estos países es posible encontrar filtraciones de información de entes gubernamentales, o información adicional de agentes estatales sobre un tema o algún personaje que no es incluida en documentos oficiales, pero es útil como indicio de lo que se oculta, de lo que se puede o no comprobar posteriormente, o que se filtra para desviar la atención. Hay innumerables notas periodísticas que hacen eco de información oficial; otras que agregan antecedentes históricos y datos contextuales; unas más son entrevistas con personajes del campo delictivo, y las menos provienen de un periodismo de investigación cuidadoso y bien fundamentado que puede resultar fatal para quienes lo realizan. En temas de seguridad y delincuencia organizada no hay fuentes menores y descartables por principio; lo importante es qué se hace con esa información, cómo se procesa para construir un objeto de investigación delimitado, con reglas del juego bien establecidas, y un resultado que los lectores juzgarán según su capital cultural, sus deseos; lo que les hubiera gustado leer y no está incluido, sus convicciones u otras perspectivas existentes en el campo académico y sus respectivas reglas del juego.

			Como parte de las reglas del juego establecidas en este trabajo, he optado por utilizar de manera general sólo el primer nombre y el primer apellido de los agentes sociales de los distintos campos, y con raras excepciones precisar cuándo se trata de padres e hijos —nada raro en otros países, desde los presidentes y ex presidentes hasta el presunto delincuente de más baja jerarquía—, y evitar el uso de los apodos, excepto en las citas textuales. Los medios y los cuerpos policiacos son muy afectos a usar los alias de manera sistemática y obsesiva al hablar de presuntos delincuentes y personas sentenciadas por algún delito, pero no de otros agentes sociales, como los presidentes u otros personajes políticos, por ejemplo. Como si esta práctica fuera algo natural y no hubiera una intención, a veces inconsciente, de resaltar ciertos rasgos físicos, de carácter, patologías, y estigmatizar a quienes frecuentemente son condenados antes de ser enjuiciados con ese trato diferencial. En el campo delictivo también es frecuente el uso de apodos por sus propios agentes sociales, en muchos casos para resaltar aspectos que se consideran no estigmáticos sino emblemáticos de algunos de sus integrantes.

			El presente texto posee evidentemente un alcance limitado; tiene como objetivo analizar sólo algunos aspectos de la política de seguridad en el gobierno de Enrique Peña (2012-2018), particularmente el discurso que se generó en esa administración para tratar de diferenciarse del predominante en el gobierno de Felipe Calderón (2006-2012); las acciones llevadas a cabo contra algunas organizaciones delictivas; las prácticas y reacciones de estas organizaciones y otros grupos armados, legales e ilegales, en tres estados emblemáticos del país de donde son originarios, Sinaloa, Michoacán y Guerrero, y los resultados nada presumibles en estos y otros lugares de una estrategia que pretendió ser diferente y mejor en la construcción de su imagen que la del gobierno anterior. Hay que retener como guías y enlaces entre los capítulos para la lectura de este libro las dimensiones mencionadas: discurso, acciones, prácticas, reacciones y resultados, pues todas están presentes en el texto, aunque no se mencionen con insistencia como recordatorio, y algunas tienen mayor peso que otras, según los capítulos y la información obtenida, no siempre la deseable y posible para cada uno de los casos.

			El estudio de los casos no es exhaustivo, pues un análisis de estos temas en el país implicaría una tarea colectiva de más largo alcance. Los que presentamos son sólo indicativos y representativos de situaciones similares, o peores, que se dieron también en otras partes del territorio nacional con presencia, influencia y a veces control territorial de organizaciones delictivas de distinto tamaño, distinta composición, división del trabajo, distinto peso relativo en el campo delictivo, nacional y transnacional, y con diversos tipos de relación establecidos con los campos político, económico y social. Lo que se presenta en este trabajo es parte de una configuración de relaciones, sin duda diversas, complejas y difíciles de capturar de manera simbólica con un lenguaje apropiado y preciso, que no reproduzca las sobresimplificaciones de las etiquetas mediáticas más socorridas, que implique una ruptura con éstas, distanciamiento y crítica, y represente un estímulo para pensar de otra manera y tratar de comprender mejor algunos fenómenos sociales de alto impacto.

			El primer capítulo del libro trata sobre los niveles del lenguaje que deben tomarse en cuenta para entender mejor (eso espero) el origen y significado de las categorías y los esquemas de percepción que conforman el discurso predominante en asuntos de seguridad, en la economía de las sustancias psicoactivas ilegalizadas, en lo relativo a lo que a partir de cierto momento histórico se denominó “delincuencia organizada” en México y en la manera de referirse a los agentes sociales y las organizaciones del campo delictivo. El objetivo es mostrar lo inadecuado del uso, abuso y reproducción acrítica de un lenguaje que pretende explicar fenómenos complejos con etiquetas simplificadoras, que a fuerza de repetición adictiva se han impuesto en la comunicación cotidiana y a veces en la codificación jurídica, como si revelaran algo sustantivo de manera mágica. Aquí he optado por seguir el camino de la deconstrucción de ese lenguaje engañoso, complaciente y fetichista.

			A partir de esta precisión, en el segundo capítulo se analizan discusiones de funcionarios y medios en Colombia y México, se muestran las luchas en el terreno simbólico para tratar de imponer una clasificación legítima de las organizaciones delictivas realmente existentes en estos países, con resultados cuestionables en la codificación jurídica de Colombia y el predominio de fantasmagorías lingüísticas en México. Se analizan también las actividades de dos de las organizaciones delictivas más grandes e importantes de Colombia, conocidas como “Urabeños” y “Rastrojos”, las acciones gubernamentales en su contra y la manera oficial de catalogarlas para tener un punto de comparación con las clasificaciones más usuales de los funcionarios mexicanos sobre las organizaciones delictivas mexicanas que realizan actividades similares y tienen relaciones de negocios con las colombianas.

			El tercer capítulo está dedicado al análisis del posicionamiento de Enrique Peña en asuntos de seguridad desde que era gobernador del Estado de México, luego como candidato a la Presidencia de la República por el Partido Revolucionario Institucional (pri) y después como presidente de México. Se muestra una parte del proceso de construcción de un discurso que integró aspectos que los críticos del gobierno de Felipe Calderón (2006-2012) señalaron con más insistencia como ausentes: Estado de derecho, respeto a los derechos humanos, cooperación y coordinación entre las instituciones de seguridad y los gobiernos estatales y el federal, y utilización de la inteligencia más que de la fuerza, entre otros. En este proceso se destaca la introducción de otros elementos, como evitar el lenguaje bélico frecuente de Calderón, insistir en la reducción de la violencia, evitar la impunidad y anunciar las capturas de líderes delictivos “sin disparar un solo tiro”. Un discurso lejano de la realidad vivida en gran parte del país.

			En el capítulo cuatro se presenta la clasificación que hizo la Procuraduría General de la República (pgr) de las organizaciones delictivas que consideraba más importantes en el país en un momento determinado. El capítulo está dedicado a las que tienen su origen en el estado de Sinaloa, a sus características, tanto colectivas como de sus liderazgos, según la información pública disponible, a sus actividades, alianzas, escisiones, confrontaciones, mitificaciones, a sus vínculos con organizaciones colombianas, a sus negocios en varios países de América Latina, Europa y Asia, y a la importancia atribuida a cada una y a sus líderes, según las autoridades mexicanas y estadounidense y los medios de comunicación.

			En el quinto capítulo se aborda una parte del proceso de reconfiguración de los vínculos entre los campos delictivo, político y social en el estado de Michoacán. Se muestra una situación de inseguridad crónica donde coexisten y se interrelacionan organizaciones delictivas que he denominado de “tipo mafioso-paramilitar” con otros grupos armados legales e ilegales de la sociedad civil, algunos apoyados por autoridades federales, en diversos municipios gobernados por diferentes partidos políticos y algunas alianzas partidistas. Se analiza un contexto en donde las fronteras entre los campos delictivo y político son borrosas o inexistentes, donde los gobiernos federal, estatal y municipal no han logrado imponer su autoridad, recuperar territorios dominados por organizaciones delictivas y aplicar la ley de manera eficaz.

			En el sexto capítulo se presenta el contexto de un colapso institucional en el estado de Guerrero, donde los secuestros, los homicidios, los ataques armados contra las fuerzas de seguridad, los bloqueos de las vías de comunicación y otra larga serie de delitos han sido lo más común. Se exponen ejemplos de la proliferación de organizaciones delictivas y su presencia territorial, de sus presuntos nexos con autoridades políticas de distinto signo político y nivel de gobierno, de la violencia entre ellas, contra las fuerzas de seguridad y la población, de la desconfianza de los pobladores en las autoridades de todos los niveles, de las luchas por la representación y la imposición legítima de la seguridad entre las policías comunitarias y las fuerzas de seguridad del Estado mexicano, y de las disputas entre partidos políticos, gobierno federal, organizaciones civiles y organismos internacionales por la versión e imposición legítima de la responsabilidad sobre la desaparición forzada de los estudiantes de la Escuela Normal Rural Raúl Isidro Burgos (Ayotzinapa).


[Notas]

  


			
				
					[1] Agradezco el valioso apoyo de Óscar Nava García para ordenar las citas en el texto y la lista de las fuentes consultadas.

				

				
					[2]  Luis A. Astorga A., Mitología del “narcotraficante” en México, México: Plaza y Valdés, 1995 (1996); Luis Astorga, El siglo de las drogas, México: Espasa-Calpe, 1996 (Plaza y Janés, 2005; Penguin Random House, 2016); Luis Astorga, Drogas sin fronteras, México: Grijalbo, 2003 (2015); Luis Astorga, Seguridad, traficantes y militares. El poder y la sombra, México: Tusquets, 2007; Luis Astorga, “¿Qué querían que hiciera?” Inseguridad y delincuencia organizada en el gobierno de Felipe Calderón, México: Grijalbo, 2015.
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			Hay varios niveles en el uso del lenguaje donde ciertas palabras y nociones relacionadas con la transgresión a las leyes vigentes en un país tienen un determinado significado, no necesariamente conocido por los hablantes en la comunicación cotidiana, verbal o escrita. Hablaremos de tres. De estos, el primer nivel es el significado etimológico consignado en los diccionarios, donde se incluye, no necesariamente de manera exhaustiva, el que tienen en varias disciplinas del conocimiento, y también el de los usos comunes permeados por un lenguaje mediático que mezcla etiquetas generadas sin ton ni son por diversos agentes sociales dentro y fuera de las instituciones de gobierno, además de las inventadas por los propios periodistas. El segundo nivel es el de la codificación jurídica, que establece los límites entre lo permitido y lo prohibido en una sociedad determinada y define sanciones para los transgresores, que delimita, asimismo, el universo de validación de palabras, nociones y conceptos con un grado de elaboración mayor, como producto de un saber especializado que cambia según las circunstancias, los intereses y las luchas dentro y fuera del campo jurídico, y ciertamente no infalible, pues también ese ámbito es susceptible de incorporar, a veces sin saberlo, e imponer etiquetas mediáticas como si fueran producto de un trabajo conceptual, cuando en realidad se trata de una falta de reflexión sobre lo que se copia. El tercer nivel es el de la investigación académica, donde la reflexión epistemológica es necesaria para romper con las nociones del sentido común y los usos arbitrarios e imprecisos del lenguaje, con la finalidad de mejorar la comprensión de fenómenos complejos. Las disciplinas de las ciencias sociales tampoco son ajenas a la falta de rigor en los usos del lenguaje, como se puede constatar fácilmente en innumerables textos de carácter académico que incorporan etiquetas mediáticas sin explicación alguna; o peor, que presuponen que todo lector les otorga el mismo significado que imaginaron. Lo que sigue a continuación es un breve repaso crítico de algunos componentes del lenguaje utilizado para hablar de la transgresión a las leyes. Al mismo tiempo, se especifica el lenguaje que se utilizará en este texto y debe tenerse presente.

			Crimen, delito y delincuencia organizada

			Crimen, del latín crimen, significa originalmente acusación. Delito, del latín delictum, significa originalmente desatender, descuidar. En el derecho francés, por ejemplo, existe una distinción entre crimen, delito y contravención. “Crimen” se refiere a una categoría de infracciones juzgadas por un tribunal penal, sancionadas con detención o reclusión, cuya duración va de diez años a cadena perpetua, con multas o penas restrictivas de derechos (Encyclopédie Larousse, s.f.; Légifrance, 1994, artículo 131-1 y 131-2). Los “delitos” son infracciones sancionadas con penas como la prisión, la multa, el trabajo de interés general, las penas privativas o restrictivas de derechos y las penas complementarias. Son infracciones que implican penas máximas de diez años; transgresiones intencionales, como el robo, las amenazas, el chantaje; o no intencionales, como las heridas causadas por imprudencia, desatención, torpeza o descuido. Son infracciones cuya escala de gravedad se sitúa entre el crimen y la contravención (Encyclopédie Larousse, s.f.; Légifrance, 1994, artículo 131-4). Las contravenciones son infracciones que la ley castiga con una multa no mayor a tres mil euros (Légifrance, 1994, artículo 131-13). Las tres categorías son transgresiones a las leyes penales existentes que delimitan el universo, el campo de los actos punibles, pero se diferencian por la gravedad atribuida a cada una y las características de las sanciones. Crimen, delito y contravención son modalidades de la categoría general “infracción” (de las leyes penales).

			En Estados Unidos (eu) cada estado decide qué conducta es designada como “crimen”, lo que significa que cada uno tiene su propio código criminal. Para la legislación estadounidense, “crimen” es cualquier acto u omisión que viole una ley que lo prohíbe o lo ordena. Es un comportamiento que la ley hace punible como una ofensa pública. Los crímenes, siguiendo el lenguaje de la legislación de Estados Unidos, se dividen en cuatro categorías: felonies (delitos graves) son crímenes graves que implican castigos de más de un año de prisión o pena de muerte; misdemeanors (delitos menores) son crímenes cuya sanción es de menos de doce meses de prisión; inchoate offense (delito incipiente) es un tipo de crimen que se concluye cuando se da un paso objeto de sanción hacia la comisión de otro crimen, como la tentativa y la conspiración; y strict liability (responsabilidad objetiva o estricta), cuando el acusado es responsable de la comisión de una acción, independientemente de cuál era su intención o su estado mental cuando se cometió la acción (Corner Law School-Legal Information Institute, s.f.). En Estados Unidos, crimen es la infracción misma de la ley, no una modalidad de la infracción, como en Francia, y las categorías en las que se subdivide son modalidades de la categoría general “crimen”.

			En Colombia, el Código Penal de ese país establece en su artículo 19 que “las conductas punibles se dividen en delitos y contravenciones”. La conducta punible puede ser dolosa, culposa o preterintencional. La palabra “crimen” está ausente, pero la palabra “criminal” aparece una sola vez, en el artículo 29: “Son coautores los que, mediando un acuerdo común, actúan con división del trabajo criminal atendiendo la importancia del aporte” (Código Penal, Ley 599 de 2000). No se define “crimen”, “criminal” ni “trabajo criminal”. Al calificar cierto tipo de trabajos como “criminales” introduce una noción ausente en la clasificación de las conductas punibles, con lo cual hace equivalentes las nociones de “crimen” y “delito”. La categoría general sería “conductas punibles” y las derivadas “delitos” y “contravenciones”. Lo “criminal” se introduce sin explicación alguna.

			Según el diccionario de la Real Academia Española (rae), “crimen” significa “delito grave”, “acción indebida o reprensible” y “acción voluntaria de matar o herir gravemente a alguien”. Mientras que “delito” significa “culpa, quebrantamiento de la ley”, “acción o cosa reprobable”, y en derecho “acción u omisión voluntaria o imprudente penada por la ley” (Real Academia Española, 2020). En otras palabras, según la Real Academia Española, todo crimen es un delito, pero no todo delito es un crimen. El Diccionario jurídico mexicano dice, al igual que la Real Academia Española, que “crimen” significa “delito grave”. Y para “delito” señala: “En derecho penal, acción u omisión ilícita y culpable expresamente descrita por la ley bajo la amenaza de una pena o sanción criminal [sic]” (Instituto de Investigaciones Jurídicas, 1983: 62). En la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos la palabra “crimen” no está registrada, pero “criminal” aparece cuatro veces: “responsabilidad criminal” (artículo 11), “juicios del orden criminal” (artículo 14), “juicio criminal” (artículo 23) y “proceso criminal” (artículo 38); y la palabra “criminalísticos” una: “bases de datos criminalísticos” (artículo 21) (Instituto de Investigaciones Jurídicas, 2021). El Código Penal Federal de México (cpf), en su artículo 7º, define “delito” como “el acto u omisión que sancionan las leyes penales” (Congreso de la Unión, 2021: 3). Las palabras “crimen” y “criminal” no existen en este código ni en el Código Federal de Procedimientos Penales (cfpp) ni en el Código Nacional de Procedimientos Penales (cnpp) (Código Federal de Procedimientos Penales, 2016; Código Nacional de Procedimientos Penales, 2021). En el Código de Justicia Militar (cjm) tampoco existe la palabra “crimen”, pero “criminal” aparece cuatro veces: “estadística criminal militar” (artículo 68), “estadística en materia criminal” (artículo 81), “todo delito de orden militar produce responsabilidad criminal” (artículo 99) y “responsabilidad criminal del acusado” (artículo 120) (Código de Justicia Militar, 2018). Tanto el Diccionario jurídico mexicano como la Constitución y el Código de Justicia Militar emplean la palabra “criminal” como equivalente a “penal”, mientras que el Código Penal Federal, el Código Federal de Procedimientos Penales y el Código Nacional de Procedimientos Penales eliminan la categoría de “crimen” y en su lugar establecen como categoría principal la de “delito”. El artículo 8º del Código Penal Federal señala: “Las acciones u omisiones delictivas solamente pueden realizarse dolosa o culposamente” (Congreso de la Unión, 2021: 3). No hay homologación de las categorías empleadas en la Constitución y los distintos códigos ni explicación de las posibles diferencias.

			Algunos juristas, al analizar “los sistemas penales (…), su jurisprudencia y doctrina” en varios países de América Latina, al “interpelar las realidades nacionales desde normas y estándares internacionales”, han observado que la clasificación francesa de crimen, delito y contravención “ha ido perdiendo terreno”, pero “mantiene todavía alguna relevancia” (Binder, Cape y Namoradze, 2015: 51). También han señalado:

			la diferenciación entre crímenes y delitos (…) conserva alguna importancia para la competencia de los tribunales o para la competencia del juicio por jurados, por ejemplo, pero no cumple una función más relevante en el sistema. En ese sentido, no debe quedar ninguna duda de que los estándares internacionales tienen aplicación a todo caso, se trate de un delito o un crimen sin que esa distinción tenga influencia alguna, por más que existan diversos procedimientos aplicables a algunos delitos, según la gravedad, o se siga utilizando la palabra crimen para los casos más graves (Binder, Cape y Namoradze, 2015: 51).

			Esto ha sido parte de un proceso histórico de legitimación, donde ha logrado imponerse un cierto modelo con sus categorías y esquemas de percepción: “Desde mediados de los años ochenta (…) los sistemas de justicia penal de la región son ya cercanos al modelo anglosajón (sistema acusatorio o adversarial) con las variantes propias de la región, de la historia de cada país o del particular diseño que se ha hecho en cada una de las realidades” (Binder, Cape y Namoradze, 2015: 51).

			Como se puede apreciar en estos ejemplos, distintas sociedades han establecido criterios diferentes en sus códigos penales para las categorías “crimen” y “delito”. Han impuesto, para efectos prácticos, el universo epistémico en el que deben ser comprendidas las acciones u omisiones que transgredan la ley y el lenguaje que deberá emplearse para referirlas y conformar los expedientes de las personas indiciadas. En el habla cotidiana, en los medios de información, en los discursos políticos e incluso en algunos trabajos académicos se usa un lenguaje que mezcla de manera abigarrada categorías de diversos universos epistémicos y eso da lugar a una miríada de interpretaciones y creencias, a una polisemia que ignora los referentes originales de las categorías empleadas y su universo de validación, el marco conceptual en el que tienen un sentido preciso. De ahí provienen ciertas confusiones, discusiones estériles y discursos que se disputan la manera “más adecuada” o, de manera más pretenciosa, “verdadera” de nombrar cosas, grupos sociales y fenómenos sin tener conciencia de los niveles de lenguaje que emplean, de las categorías y esquemas de percepción que movilizan, para tratar de imponer ideas que les han sido también impuestas sin saberlo.

			Veamos ahora el Código Penal Federal de México. En el capítulo iv, denominado “Asociaciones delictuosas”, menciona tres categorías de infractores: “asociaciones”, “bandas” y “pandillas”. Lo que distingue a las dos primeras de las pandillas sería la finalidad de sus actividades. El artículo 164 señala: “Al que forme parte de una asociación o banda de tres o más personas con propósito de delinquir…” Y el artículo 164 bis establece la definición de “pandilla”: “Se entiende por pandilla, para los efectos de esta disposición, la reunión habitual, ocasional o transitoria, de tres o más personas que sin estar organizadas con fines delictuosos, cometen en común algún delito”. El Código Federal de Procedimientos Penales consigna la “asociación delictuosa” y la “pandilla” (artículo 399 bis), pero no la “banda”. El Código Nacional de Procedimientos Penales, la Ley de Seguridad Nacional (lsn) y la Ley Federal contra la Delincuencia Organizada (lfdo) no hacen referencia a ninguna de las tres categorías, pero consignan la de “delincuencia organizada”.

			Al respecto, Klaus von Lampe ha establecido el inicio del uso del término “delincuencia organizada” (organized crime) en las deliberaciones de la Chicago Crime Commission, una organización civil creada en 1919 por empresarios, banqueros y abogados preocupados por los delitos predatorios en Chicago. Dice Von Lampe que el término no era usado de manera frecuente y a veces era reemplazado por el de “extorsión sistematizada” (racketeering). En los años cincuenta y sesenta del siglo xx se asocia con grupos de la mafia italiana en Estados Unidos. En Europa, agrega, se empezó a usar desde los años sesenta y setenta del siglo xx y en el resto del mundo por lo menos desde los años noventa, en el periodo previo a la Convención de las Naciones Unidas contra la Delincuencia Organizada Transnacional, adoptada el 15 de noviembre de 2000. También señala que no hay consenso acerca de la definición de “delincuencia organizada” (organized crime) y que: “En algunos aspectos, parece ser una decisión política” (Von Lampe, 2016: 15-21, 29). Este autor ha recopilado más de doscientas definiciones de organized crime.[1]

			En 1988, la Organización de las Naciones Unidas (onu) aprobó un tercer documento sobre fiscalización internacional de las drogas: la Convención de las Naciones Unidas contra el Tráfico Ilícito de Estupefacientes y Sustancias Sicotrópicas de 1988 (United Nations Convention against Illicit Traffic in Narcotic Drugs and Psychotropic Substances of 1988). Los anteriores eran de 1961 y 1971. En la Convención de 1988 se introdujeron nociones como “actividades delictivas organizadas” (organized criminal activities), “actividad delictiva internacional” (international criminal activity), “organizaciones delictivas transnacionales” (transnational criminal organizations), “grupo delictivo organizado” (organized criminal group) y “actividades delictivas internacionales organizadas” (international organized criminal activities). En los títulos y contenido de esa convención en inglés y español no se habla de “narcotráfico” ni de “cárteles”. El documento se apega a las figuras jurídicas existentes y predominantes en las tradiciones anglosajona (“crime”) e hispánica (“delito”), e introduce nociones que serán retomadas en las leyes de otros países.

			Como eco de la Convención de 1988, un decreto expedido el 2 de septiembre de 1993, y publicado en el Diario Oficial de la Federación (dof) al día siguiente, reformó el artículo 16 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos e introdujo el término “delincuencia organizada” sin definirlo: “Ningún indiciado podrá ser retenido por el Ministerio Público por más de cuarenta y ocho horas, plazo en que deberá ordenarse su libertad o ponérsele a disposición de la autoridad judicial; este plazo podrá duplicarse en aquellos casos que la ley prevea como delincuencia organizada” (Congreso de la Unión, 1993). En ese momento no había ninguna ley específica sobre esto. El 7 de noviembre de 1996 fue publicada en el Diario Oficial de la Federación la Ley Federal contra la Delincuencia Organizada, que entró en vigor al día siguiente. El artículo 2º estableció lo que se entendería a partir de ese momento por “delincuencia organizada”:



			Artículo 2º Cuando tres o más personas acuerden organizarse o se organicen para realizar, en forma permanente o reiterada, conductas que por sí o unidas a otras, tienen como fin o resultado cometer alguno o algunos de los delitos siguientes, serán sancionadas por ese solo hecho, como miembros de la delincuencia organizada:

			I. Terrorismo, previsto en el artículo 139, párrafo primero; contra la salud [el subrayado es mío], previsto en los artículos 194 y 195, párrafo primero; falsificación o alteración de moneda, previstos en los artículos 234, 236 y 237; operaciones con recursos de procedencia ilícita, previsto en el artículo 400 Bis, todos del Código Penal para el Distrito Federal en Materia de Fuero Común y para toda la República en Materia de Fuero Federal;

			II. Acopio y tráfico de armas, previstos en los artículos 83 Bis y 84 de la Ley Federal de Armas de Fuego y Explosivos;

			III. Tráfico de indocumentados, previsto en el artículo 138 de la Ley General de Población;

			IV.	Tráfico de órganos, previsto en los artículos 461, 462 y 462 Bis de la Ley General de Salud, y

			V. Asalto, previsto en los artículos 286 y 287; secuestro, previsto en el artículo 366; tráfico de menores, previsto en el artículo 366 Ter, y robo de vehículos, previsto en el artículo 381 Bis del Código Penal para el Distrito Federal en Materia de Fuero Común, y para toda la República en Materia de Fuero Federal, o en las disposiciones correspondientes de las legislaciones penales estatales.




			Al Código Penal Federal se le han hecho adiciones y reformas a través de los años, pero incluso las posteriores a la reforma del artículo 16 de la Constitución Política en 1993 y la entrada en vigor de la Ley Federal contra la Delincuencia Organizada en 1996 siguen incluyendo las categorías “asociación”, “banda” y “pandilla”. Se introdujo la categoría “delincuencia organizada”, pero la redacción del artículo 178 Bis se presta a confusión, pues incluye como si fueran cosas completamente distintas algunas modalidades de la categoría general “delincuencia organizada”: “investigaciones en materia de delincuencia organizada, delitos contra la salud, secuestro, extorsión, amenazas”. Los delitos contra la salud y el secuestro pueden entrar en la categoría “delincuencia organizada” si cumplen con lo establecido en el artículo 2º de la Ley Federal contra la Delincuencia Organizada. Este artículo y sus apartados han sido reformados o han tenido adiciones desde 2009. Así, por ejemplo, la primera frase del artículo 2º, que desde la reforma del 23 de enero de 2009 dice: “Cuando tres o más personas se organicen de hecho para realizar…” También se ha ampliado la lista de delitos considerados como “delincuencia organizada”.[2]

			En resumen, hay todo menos homogeneidad y coherencia conceptual en los distintos códigos y leyes mencionados anteriormente. Es un trabajo pendiente para varias disciplinas y aquí sólo se mencionan algunos de los problemas que dan pie a la polisemia y al uso arbitrario y la mescolanza de categorías jurídicas y etiquetas.

			El poder de nombrar e imponer el sentido

			Hace más de un siglo, el 17 de diciembre de 1914, fue aprobada en Estados Unidos la Ley Harrison (Harrison Narcotics Tax Act), que estipulaba la obligación de registrarse ante el recaudador de impuestos y la aplicación de un impuesto especial a todas las personas que producían, importaban, manufacturaban, mezclaban, negociaban, expendían, vendían, distribuían o regalaban opio u hojas de coca, sus sales, derivados o preparaciones, y para otros fines. La cocaína fue incluida en esa ley de manera errónea como droga narcótica, siendo un estimulante. Fue una subsunción conceptual arbitraria y constituyó un vicio de origen que dio lugar al uso y abuso posterior del multiplicador lingüístico “narco” como prefijo, sufijo, adjetivo y sustantivo, a un proceso de universalización e imposición de sentido. Es un ejemplo de violencia simbólica, para utilizar la terminología de Bourdieu,[3] o de una especie de “imperialismo” lingüístico que ha colonizado las mentes y por supuesto el habla cotidiana, las leyes, las notas periodísticas, los discursos políticos y también los textos académicos.

			Las convenciones sobre drogas de la onu han reproducido ese vicio de origen. En el apartado de definiciones de la Single Convention on Narcotic Drugs of 1961 as amended by the 1972 Protocol” (traducida por la onu al español como Convención Única de 1961 sobre Estupefacientes enmendada por el Protocolo de 1972 de Modificación de la Convención Única de 1961 sobre Estupefacientes) se establece el significado de “droga”: “cualquiera de las sustancias de las listas i y ii, naturales o sintéticas”. Enumera cuatro listas. En la lista primera (i) se incluye al cannabis, la resina, los extractos y tinturas de cannabis, la hoja de coca, la cocaína, la heroína, la morfina, el opio, etc. En la segunda (ii) están la codeína, la etilmorfina, etc. No menciona el significado de “narcótico”, pero el título mismo en inglés de la Convención da a entender que todas las sustancias que enlista son “narcóticas”. Es una subsunción claramente arbitraria de todas las sustancias psicoactivas en la categoría de “narcóticas”, pero no todas lo son. Reproduce el error clasificatorio de la Ley Harrison de 1914, al igual que la Real Academia Española al definir “estupefaciente”: “Sustancia narcótica que hace perder la sensibilidad; p. ej., la morfina o la cocaína”.

			El Convenio sobre Sustancias Sicotrópicas de 1971 no define “droga”, ni “narcótico”, pero sí “sustancia sicotrópica”: “cualquier sustancia, natural o sintética, o cualquier material natural de las listas i, ii, iii y iv”. La United Nations Convention against Illicit Traffic in Narcotic Drugs and Psychotropic Substances of 1988 (traducida como Convención de las Naciones Unidas contra el Tráfico Ilícito de Estupefacientes y Sustancias Sicotrópicas de 1988) consigna el significado de “droga narcótica”: “cualquiera de las sustancias, natural o sintética, en las listas i y ii de la Convención Única de 1961 sobre Estupefacientes enmendada por el Protocolo de 1972 de Modificación de la Convención Única de 1961 sobre Estupefacientes. También el significado de “sustancia sicotrópica”: “cualquier sustancia, natural o sintética, o cualquier material natural de las listas i, ii, iii y iv del Convenio sobre Sustancias Sicotrópicas, de 1971. Así, tendríamos que el contenido de todas las listas sería el conjunto universal de las “sustancias sicotrópicas”, mientras que el subconjunto de las listas i y ii es clasificado como “drogas narcóticas”.

			Los nombres de las convenciones y la clasificación de las sustancias psicoactivas que incluyen se prestan a confusión y contribuyen a imponer una cierta manera de percibirlas. La Organización Mundial de la Salud (oms) ha optado por una categoría distinta, genérica, basada en las neurociencias: “las sustancias psicoactivas [el subrayado es mío], conocidas más comúnmente como drogas psicoactivas, son sustancias que al ser tomadas pueden modificar la conciencia, el estado de ánimo o los procesos de pensamiento de un individuo” (Organización Mundial de la Salud et al., 2004: 2, 105-107). Hace referencia a varias sustancias y sus efectos sobre la conducta, que pueden ser muy variados, por ejemplo: estimulantes, como la cocaína, el éxtasis y las anfetaminas; alucinógenos, como el lsd; de analgesia, sedación, como los opioides; de relajación, analgesia, efectos antiepilépticos, como los cannabinoides; de sedación y anestesia, como los hipnóticos y sedantes, etc. Otro documento, de la Organización Panamericana de la Salud (ops, 2009: 3), señala que es posible agrupar en cuatro grandes categorías las sustancias sicoactivas más comunes, a saber:

			
					Alucinógenos: cannabis, fenciclidina (pcp) y dieltilamida de ácido lisérgico (lsd).

					Estimulantes: cocaína, anfetaminas y éxtasis.

					Opioides: morfina y heroína.

					Depresores: alcohol, sedantes/hipnóticos e inhalantes/solventes volátiles.

			

			Esto nos muestra que el lenguaje de la oms difiere del empleado en las convenciones organizadas por la onu. Ninguno de los dos documentos de la oms menciona los “narcóticos”. Por su parte, el us Code (usc),[4] en su capítulo 21, párrafo 802, presenta una lista de las sustancias que incluye en el rubro “droga narcótica”: el opio, los opiáceos y sus derivados, la paja de adormidera, la hoja de coca, la cocaína y la ecgonina (FindLaw, 2018). Como en la Ley Harrison, repite la clasificación de la hoja de coca y la cocaína como “drogas narcóticas”, siendo, como lo señala claramente la oms, estimulantes. Además, el usc clasifica como “sustancias depresoras o estimulantes” las drogas que contengan cualquier cantidad de ácido barbitúrico o sus sales, cualquier cantidad de anfetaminas o sus sales y al lsd, mientras que este último es clasificado por la oms como alucinógeno. En sentido estricto, y de acuerdo con lo establecido en las leyes de Estados Unidos, el tráfico de narcóticos se refiere a las sustancias incluidas como “drogas narcóticas”; el problema es que están mal clasificadas, de acuerdo con lo señalado por la oms. De ahí la distorsión y la imposición arbitraria legitimada de sentido del usc, con repercusiones en las legislaciones de otros países.

			La subsunción nominativa

			Pocos años después de la entrada en vigor de la Ley Harrison en Estados Unidos, el gobierno de Álvaro Obregón promulgó en México un documento, el 15 de marzo de 1920, publicado en el Diario Oficial, intitulado “Disposiciones sobre el cultivo y comercio de productos que degeneran la raza”, que prohibía el cultivo y la comercialización de la marihuana. El de la adormidera y sus derivados se permitía siempre y cuando se solicitara el permiso correspondiente.

			Las leyes ya referidas, más las prohibiciones señaladas en el capítulo sexto sobre “drogas enervantes” del Código Sanitario mexicano, del 8 de junio de 1926 (gobierno de Plutarco Elías Calles), particularmente el artículo 202, que dice: “Queda prohibido en la República Mexicana, el cultivo de la marihuana y el de la adormidera”, constituyen el marco jurídico que crea a su vez el respectivo campo de la economía de las drogas ilegalizadas en México y Estados Unidos, pero también el transfronterizo. Dada la mayor demanda en el mercado estadounidense, los traficantes mexicanos desarrollarán desde una época temprana una vocación transnacional.

			El título séptimo del Código Penal Federal del 14 de agosto de 1931 (gobierno de Pascual Ortiz Rubio) consignó los llamados “delitos contra la salud”. El Código Penal para el Distrito Federal y Territorio de la Baja California sobre Delitos del Fuero Común, y para toda la República sobre Delitos contra la Federación, expedido el 7 de diciembre de 1871, ya incluía los denominados “Delitos contra la salud pública”. La Ley General de Salud (publicada en el Diario Oficial de la Federación el 7 de febrero de 1984, en vigor a partir del 1 de julio de 1984) habla de “estupefacientes” y “sustancias psicotrópicas”. El título séptimo del Código Penal Federal, intitulado “Delitos contra la salud”, en su capítulo i, artículo 193 (reformado mediante decreto publicado en el Diario Oficial de la Federación el 10 de enero de 1994), consigna lo que los legisladores impusieron en un acto de autoridad como la definición legítima de “narcóticos”: “los estupefacientes, psicotrópicos y demás sustancias o vegetales que determinen la Ley General de Salud, los convenios y tratados internacionales de observancia obligatoria en México y los que señalen las demás disposiciones legales aplicables en la materia [sic]” (Congreso de la Unión, 2021: 55). El 20 de agosto de 2009 entró en vigor el decreto que reforma, adiciona y deroga diversas disposiciones de la Ley General de Salud, del Código Penal Federal y del Código Federal de Procedimientos Penales. Allí se establecen dosis máximas de consumo personal e inmediato de marihuana, opio, cocaína, heroína, metanfetaminas, lsd, etc. Se le agregó a la Ley General de Salud el capítulo séptimo, intitulado “Delitos contra la salud en su modalidad de narcomenudeo”. En la legislación mexicana no existe la figura jurídica de “narcotráfico”, pero sí la de “narcomenudeo”. Éste es un ejemplo de la arbitrariedad e ignorancia de los legisladores. El artículo 473, apartado v de la Ley General de Salud, repite la definición del artículo 193 del Código Penal Federal, citado anteriormente. Con base en esta arbitrariedad conceptual, los legisladores le dieron nombre y estatus jurídico a la venta al por menor de sustancias sicoactivas diversas que englobaron en una sola categoría (“narcóticos”), sin mayor sustento que el de su ignorancia, su pereza mental, con la incorporación acrítica de la clasificación arbitraria estadounidense y la imposición de su voluntad.

			Los legisladores mexicanos incluyeron, de manera arbitraria, e independientemente de las clasificaciones farmacológicas y los efectos neurofisiológicos basados en la investigación científica, como la realizada por la oms, sustancias diversas que tienen efectos narcóticos, estimulantes, deprimentes y alucinógenos. Es como decir que a partir de un momento determinado se entenderá como hipopótamo a los hipopótamos, las jirafas, los leones y los gorilas. Si se prohibiera su crianza, comercio y consumo problemático se hablaría de “hipocriadores”, “hipotraficantes”, “hipoadictos”. A los traficantes también se les etiquetaría como “hipos”, “hipomenudistas”, y al negocio como el “hipo”, el “hipotráfico” o el “hipomenudeo”. Las mitologías versificadas y musicalizadas de la sociodisea de esos negociantes ilegales, acompañada con música norteña, tambora sinaloense o mariachi, se llamarían “hipocorridos”. Los periodistas, e incluso los académicos, no podrían escribir un solo artículo sobre el negocio sin utilizar de manera adictiva el prefijo o sustantivo “hipo”.

			Sirva esto para ilustrar la mescolanza de palabras y significados en diferentes niveles de lenguaje. En algunos casos la arbitrariedad lingüística se ha legitimado e impuesto en la codificación jurídica y en otros representa un esfuerzo de clasificación y comprensión que aspira a una mayor precisión conceptual.

			Las etiquetas

			Las críticas que en los últimos años se han hecho a las políticas de drogas y seguridad generalmente no incluyen un análisis epistemológico; es decir, una crítica al lenguaje, las categorías y los esquemas de percepción empleados en los discursos oficiales que se han venido construyendo desde los inicios de las políticas prohibicionistas, a comienzos del siglo xx. La preocupación original de los gobiernos interesados en instaurar un sistema prohibicionista global, principalmente centrado en los usos y la comercialización de drogas narcóticas, como el opio y sus derivados, se reflejó en las leyes que incluyeron en el rubro de “narcóticos” otras sustancias psicoactivas con características distintas. Fue un problema de origen, una designación incorrecta, un “obstáculo epistemológico”, para utilizar la terminología de Bachelard (1934), que se ha venido reproduciendo no sólo por funcionarios de gobierno, sino por policías, periodistas y académicos. En el caso mexicano, tanto la Ley General de Salud (lgs) como el Código Penal Federal (cpf) subsumen todo tipo de sustancias psicoactivas ilegalizadas al rubro de “narcóticos”, lo que da pie al uso y abuso de un lenguaje fetichista. Por ejemplo, es tanto el encantamiento y el regodeo de periodistas, políticos, policías y académicos cuando usan “narco” como prefijo, sufijo, adjetivo o sustantivo, o la etiqueta “cártel”, inexistente como categoría jurídica en las leyes mexicanas, para cualquier grupo delictivo, independientemente de sus características particulares, que da la impresión de que por el solo hecho de escribir o pronunciar esas palabras han capturado de manera simbólica y mágica, y de una vez y para siempre, la “esencia” de fenómenos multicausales, multifacéticos y cambiantes. Les otorgan, así, significados universales, mágicos, míticos, inamovibles. Es un lenguaje que no permite distinguir las características propias de diversas sustancias psicoactivas ilegalizadas (por ejemplo, narcóticas, estimulantes, depresoras, alucinógenas) ni las estructuras y modalidades de organización de los grupos sociales que transgreden las leyes que prohíben producirlas y comercializarlas, o poseerlas en cantidades mayores a las permitidas.

			La palabra “narcotráfico” aparece en la prensa nacional de México a finales de los años cincuenta de manera esporádica, pero será utilizada de manera más frecuente en el discurso oficial a partir de los años setenta. Ha pasado a formar parte del lenguaje común y es muy probable que mucha gente se imagine cosas distintas y podría pensar que el “narcotráfico” es un delito, pero no lo es, porque en las leyes mexicanas no existe como figura jurídica, el delito es “contra la salud”. Tampoco es un concepto en las ciencias sociales. Otra palabra de uso frecuente que tampoco está tipificada como delito es “ejecución”. El delito es “homicidio”. Ejecutar, según la Real Academia Española, es “dar muerte al reo”. Señala otro verbo equivalente: “ajusticiar”, que significa “dar muerte al reo condenado a ella”. Es decir, en los países donde la legislación incluye la pena de muerte es correcto hablar de “ejecución”, o de “ejecución judicial” cuando se ha dictado esa pena, pero no lo es en donde no existe. Ese es el significado de la palabra execution en inglés. De ahí se deriva en la legislación internacional, influida por los países donde existe la pena de muerte, la caracterización de “ejecución extrajudicial” para referirse al homicidio cometido por un agente estatal, particularmente por policías y militares, sin haber existido un proceso judicial. Quienes se refieren a la legislación internacional y a este tipo de delito no se detienen en estas distinciones en el uso del lenguaje, ni en la imposición de sentidos importados de legislaciones que contemplan la pena de muerte a países donde no existe. En México, por ejemplo, no existe la pena de muerte; por lo tanto, no sería correcto, en sentido estricto, hablar de “ejecución”, ni de “ejecución extrajudicial”, sino de homicidio cometido por una persona, sea servidor público o no, con las modalidades y penalidades según el caso. En la práctica predomina lo establecido en la legislación internacional, sin hacer las distinciones necesarias. Lo que muestra el uso y abuso frecuente de estas palabras es que donde hay un convencimiento y un habitus, en el sentido de Bourdieu, hay resistencias a las rupturas epistemológicas, y por lo tanto a los avances del conocimiento de fenómenos complejos.

			Asimismo, en la literatura académica sobre delincuencia organizada se ha popularizado nombrar como “venta de protección”, en referencia a lo que se ha estudiado como una parte importante de las actividades de las mafias, a ciertas acciones de grupos delincuenciales en México contra una población que está bajo su dominio. En realidad, algunos grupos delincuenciales presentan e imponen como “protección” su monopolio de la amenaza extorsiva creíble y su realización permanente por la vía armada. Las víctimas no están protegidas, son rehenes de los verdugos, de quienes tienen ese monopolio o de quienes se lo disputan. Las organizaciones delincuenciales de tipo mafioso-paramilitar en México, por ejemplo, ejercen acciones con estas características para expoliar de manera reiterada a la población que tienen bajo su dominio. Habrá, sin duda, quienes hayan interiorizado y naturalizado estas coacciones como “protección”, sobre todo si se benefician en cierta medida de las actividades de los que actúan fuera de la ley y las legitiman, pero también habrá otros que resistan, se organicen y, en su desesperación, se armen para liberarse de ese yugo, ya sea de manera espontánea o con el apoyo de instituciones de un Estado que no ha podido contener y desarticular con sus propios medios jurídicos, policiales y militares a las organizaciones delictivas, o que otros grupos delictivos les faciliten las armas para enfrentar a los otros “protectores” rivales y a las fuerzas de seguridad del Estado.

			Por otra parte, hay que distinguir también entre el proceso de ilegalización y su resultado, que es la codificación jurídica. En el proceso hay diversos agentes sociales que proponen que algunas sustancias psicoactivas y los actos relacionados con su circuito económico sean considerados como problema, que discuten, polemizan y finalmente logran imponer una versión que en la deliberación legislativa puede ser o no modificada, y ahí se decide que a partir de un momento determinado se prohíban ciertas sustancias psicoactivas y se penalice a los agentes sociales involucrados en su circuito económico. Para hacerlo se establece la codificación jurídica, que marca los límites entre lo permitido y lo prohibido y las sanciones a los transgresores de la ley.

			En cuanto a la etiqueta “cártel”, la más usada para designar a cualquier grupo delictivo, independientemente de sus características particulares, es posible decir que no existe ningún grupo delictivo o coalición nacional o internacional de organizaciones delictivas que se dedique a negociar con cocaína, heroína, marihuana, metanfetaminas, fentanilo, etc., que tenga la capacidad de controlar la producción, la distribución, los precios y las reglas de los mercados de esas sustancias psicoactivas y la ejerza. Por eso no es adecuado ni útil hablar de “cárteles” de la droga. No hay correspondencia entre las organizaciones delictivas realmente existentes y el significado de la palabra “cártel” en la economía, que tiene que ver con la unión voluntaria de empresas que producen una misma mercancía en un mercado oligopólico y se unen con el objetivo de controlar el precio de esa mercancía y las reglas de ese mercado. “Cártel” tampoco es una categoría jurídica en las leyes mexicanas. Es sólo una etiqueta en uno de los sentidos que consigna la Real Academia Española de esa palabra: “Calificación estereotipada y simplificadora”. Sirva esto para advertir que en este texto no se utilizarán las etiquetas más usadas en los discursos sobre el circuito económico de las drogas ilegalizadas, sus agentes sociales y sus acciones, como “narco”, “narcotraficante”, “narcotráfico”, “cártel”, “ejecución” y otras, excepto en las citas textuales.

			El uso y abuso del prefijo “narco”, por ejemplo, hace recordar la letra de la canción popular “Batijugando” de los años sesenta del siglo xx, del compositor Homero Aguilar, interpretada por Sonia López. Sólo hay que cambiar el prefijo “bati” por el de “narco”: “Y sigue la corriente y háblame como la gente. / Y sigue la corriente y háblame como la gente. / Ahora están de moda las batipalabras. / Si tú no dices bati dicen que no hablas. / Hoy todo es lenguaje batirrenovado. / Y si tú no lo usas eres anticuado…”


[Notas]

  


			
				
					[1]  Klaus von Lampe, Definitions of Organized Crime [en línea]. Disponible en <http://www.organized-crime.de/organizedcrimedefinitions.htm>.

				

				
					[2]  Estos son: “I. Terrorismo, previsto en los artículos 139 al 139 Ter, financiamiento al terrorismo previsto en los artículos 139 Quáter y 139 Quinquies y terrorismo internacional previsto en los artículos 148 Bis al 148 Quáter; contra la salud, previsto en los artículos 194, 195, párrafo primero y 196 Ter; falsificación, uso de moneda falsificada a sabiendas y alteración de moneda, previstos en los artículos 234, 236 y 237; operaciones con recursos de procedencia ilícita, previsto en el artículo 400 Bis; y en materia de derechos de autor previsto en el artículo 424 Bis, todos del Código Penal Federal; (Fracción reformada mediante decreto publicado en el Diario Oficial de la Federación el 16 de junio de 2016). II. Acopio y tráfico de armas, previstos en los artículos 83 Bis y 84 de la Ley Federal de Armas de Fuego y Explosivos; III. Tráfico de personas, previsto en el artículo 159 de la Ley de Migración; (Fracción reformada mediante decreto publicado en el Diario Oficial de la Federación el 16 de junio de 2016) IV. Tráfico de órganos previsto en los artículos 461, 462 y 462 Bis, y delitos contra la salud en su modalidad de narcomenudeo previstos en los artículos 475 y 476, todos de la Ley General de Salud; (Fracción reformada mediante decreto publicado en el Diario Oficial de la Federación el 16 de junio de 2016) V. Corrupción de personas menores de dieciocho años de edad o de personas que no tienen capacidad para comprender el significado del hecho o de personas que no tienen capacidad para resistirlo previsto en el artículo 201; Pornografía de personas menores de dieciocho años de edad o de personas que no tienen capacidad para comprender el significado del hecho o de personas que no tienen capacidad para resistirlo, previsto en el artículo 202; Turismo sexual en contra de personas menores de dieciocho años de edad o de personas que no tienen capacidad para comprender el significado del hecho o de personas que no tiene capacidad para resistirlo, previsto en los artículos 203 y 203 Bis; Lenocinio de personas menores de dieciocho años de edad o de personas que no tienen capacidad para comprender el significado del hecho o de personas que no tienen capacidad para resistirlo, previsto en el artículo 204; Asalto, previsto en los artículos 286 y 287; Tráfico de menores o personas que no tienen capacidad para comprender el significado del hecho, previsto en el artículo 366 Ter, y Robo de vehículos, previsto en los artículos 376 Bis y 377 del Código Penal Federal, o en las disposiciones correspondientes de las legislaciones penales estatales o del Distrito Federal; (Fracción reformada mediante decreto publicado en el Diario Oficial de la Federación el 30 noviembre 2010); VI. Delitos en materia de trata de personas, previstos y sancionados en el Libro Primero, Título Segundo de la Ley General para Prevenir, Sancionar y Erradicar los Delitos en Materia de Trata de Personas y para la Protección y Asistencia a las Víctimas de estos Delitos, excepto en el caso de los artículos 32, 33 y 34; (Fracción reformada mediante decreto publicado en el Diario Oficial de la Federación el 16 de junio de 2016) VII. Las conductas previstas en los artículos 9, 10, 11, 17 y 18 de la Ley General para Prevenir y Sancionar los Delitos en Materia de Secuestro, Reglamentaria de la fracción XXI del artículo 73 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. (Fracción adicionada mediante decreto publicado en el Diario Oficial de la Federación el 30 noviembre 2010) VIII. Contrabando y su equiparable, previstos en los artículos 102 y 105, cuando les correspondan las sanciones previstas en las fracciones II o III del artículo 104 del Código Fiscal de la Federación; (Fracción adicionada mediante decreto publicado en el Diario Oficial de la Federación el 16 de junio de 2016) IX. Los previstos en las fracciones I y II del artículo 8; así como las fracciones I, II y III del artículo 9, estas últimas en relación con el inciso d), y el último párrafo de dicho artículo, todas de la Ley Federal para Prevenir y Sancionar los Delitos Cometidos en Materia de Hidrocarburos. (Fracción adicionada mediante decreto publicado en el Diario Oficial de Oficial de la Federación el 12 de enero de 2016) X. Contra el Ambiente previsto en la fracción IV del artículo 420 del Código Penal Federal. (Fracción adicionada mediante decreto publicado en el Diario Oficial de la Federación el 7 de abril de 2017) Los delitos a que se refieren las fracciones previstas en el presente artículo que sean cometidos por algún miembro de la delincuencia organizada, serán investigados, procesados y sancionados conforme a las disposiciones de esta Ley. (Párrafo adicionado mediante decreto publicado en el Diario Oficial de la Federación el 16 de junio de 2016)” (Congreso de la Unión, 2021: 1-3).

				

				
					[3]  “La violence symbolique est, pour parler aussi simplement que possible, cette forme de violence qui s’exerce sur un agent social avec sa complicité” (“La violencia simbólica es, para hablar de la forma más sencilla posible, esta forma de violencia que se ejerce sobre un agente social con su complicidad”) (Bourdieu y Wacquant, 1992: 142). En ese mismo texto, y otros más de la obra de Bourdieu, hay explicaciones sobre varios conceptos utilizados en este libro, como campo y habitus. Por ejemplo: “En termes analytiques, un champ peut être définie comme un réseau, ou une configuration de relations objectives entre des positions. Ces positions sont définies objectivement dans leur existence et dans les déterminations qu’elles imposent à leurs occupants, agents ou institutions, par leur situation (situs) actuelle et potentielle dans la structure de la distribution des différentes espèces de pouvoir (ou de capital) dont la possession commande l’accès aux profits spécifiques qui son en jeu dans le champ, et, du même coup, par leur relations objectives aux autres positions (domination, subordination, homologie, etc.)” (“En términos analíticos, un campo puede ser definido como una red, o una configuración de relaciones objetivas entre posiciones. Estas posiciones están definidas objetivamente en su existencia y en las determinaciones que imponen a sus ocupantes, agentes o instituciones, por su situación (situs) actual y potencial en la estructura de la distribución de diferentes especies de poder (o de capital) cuya posesión ordena el acceso a beneficios específicos que están en juego en el campo, y, al mismo tiempo, por sus relaciones objetivas con otras posiciones (dominación, subordinación, homología, etc.)” (Bourdieu y Wacquant, 1992: 72-73). “(…) les habitus, systèmes durables et transposables de schèmes de perception, d’appréciation et d’action qui résultent de l’institution du social dans les corps (ou dans les individus biologiques)” (“(…) los habitus, sistemas durables y extrapolables de esquemas de percepción, apreciación y acción que se derivan de la institución de lo social en los cuerpos (o en los individuos biológicos)” (Bour dieu y Wacquant, 1992: 102). Categorías y esquemas de percepción también son parte del lenguaje de Bourdieu que aquí se retoma.

				

				
					[4]  “The United States Code is a consolidation and codification by subject matter of the general and permanent laws of the United States” (Office of the Law Revision Counsel, 2021).

				

			

		


		
			Maneras de etiquetar a las organizaciones delictivas en México y Colombia





  [ Regresar al índice ]


			La mercancía

			La historia de los vínculos estrechos, complementarios y duraderos entre organizaciones delictivas de traficantes de México y Colombia desde los años setenta del siglo xx se ha desarrollado en torno a una mercancía, la cocaína, en cuya producción y exportación las organizaciones colombianas lograron rápidamente una supremacía en el mercado internacional. De ahí la importancia de resaltar, para empezar, algunos datos de los últimos años que muestran el peso de esta mercancía en la producción colombiana y en la cadena de tráfico internacional en la que México es un eslabón clave por las ventajas comparativas y competitivas de su posición geográfica, sus organizaciones delictivas y su experiencia y grado de penetración en el mercado estadounidense. El gobierno de Estados Unidos ha incluido la cocaína en sus clasificaciones como una “amenaza” por el alto consumo que existe en ese país y les ha dado un peso político internacional importante a las medidas contra su producción, trasiego y comercialización, así como a los traficantes en los países involucrados.

			Un documento de la dea Strategic Intelligence Section (Drug Enforcement Administration, 2017), de agosto de 2017, señala que la oferta de cocaína en Estados Unidos era en ese momento la más alta por lo menos desde 2007 y que también se observaba un incremento significativo en el consumo doméstico por lo menos desde 2009. Asimismo, consideraba probable el aumento de esas tendencias por lo menos en 2018. Con base en los datos sobre la cocaína decomisada en Estados Unidos en 2016, 92% provenía de Colombia y 6% de Perú, y del 2% restante no se sabía. Entre 2007 y 2012, la producción de hoja de coca en Colombia se redujo en 53%, de 167 mil hectáreas a 78 mil, pero entre 2013 y 2016 el número de hectáreas cultivadas, según las estimaciones del Departamento de Estado, pasó de 80,500 a 188,000, es decir, un incremento de 134%. Las razones mencionadas para explicar este aumento fueron: la reducción de las fumigaciones aéreas y la destrucción manual, así como los bloqueos de los campesinos a las brigadas encargadas de esta última y la realización del cultivo en lugares más remotos e inaccesibles, como parques nacionales y reservas indígenas. Otra de las razones señaladas en el documento fueron las negociaciones para el proceso de paz del gobierno colombiano con las llamadas Fuerzas Armadas Revolucionarias de Colombia (farc), que empezaron en 2014 y culminaron el 24 de noviembre de 2016. El gobierno colombiano disminuyó las operaciones de destrucción de cultivos en las zonas controladas por las farc y algunos miembros de esta organización impulsaron a los campesinos a cultivar más coca, dice el documento, pues se esperaba que el gobierno colombiano destinara mayores inversiones y subsidios a las zonas con mayor densidad de cultivos.

			En Colombia, entre 2007 y 2016, las estimaciones sobre producción potencial de cocaína “pura” y con “calidad exportación” y los decomisos en territorio colombiano muestran variaciones significativas. Por ejemplo, en 2007 los valores fueron —siguiendo el orden anterior— 530, 630 y 195 toneladas métricas. Hay una reducción importante y constante entre 2008 y 2012 de cocaína pura y con calidad exportación e incrementos notables de decomisos: pasa de 320, 400 y 253 en 2008 a 210, 270 y 199 en 2012, pero a partir de 2013 empieza a haber un crecimiento paulatino en la producción de cocaína pura y con calidad exportación y una disminución de decomisos en proporción con la producción potencial. Los valores en 2013 fueron 235, 305 y 181, mientras que en 2016 las cifras alcanzaron niveles muy superiores en los dos primeros indicadores: 710 y 910, y los decomisos sólo llegaron a 323 toneladas métricas.

			Según el mismo documento, entre 2013 y 2015 menos de 1% de la cocaína ingresó directamente a Estados Unidos. Cuando la mercancía sale de Sudamérica, pasa primero por el Pacífico y el Caribe, antes de ser introducida a territorio estadounidense. Las estimaciones para 2016 mostraron que 93%-94% del flujo de cocaína se dio por México y América Central, y de ese total 82% por la parte del Pacífico y 11% por el Caribe, mientras que en términos globales 6%-7% circuló por el Caribe. Entre 2013 y 2015 se observa un crecimiento del porcentaje de los flujos de cocaína a través del denominado por el informe como “corredor” México-América Central: 82%-86% en 2013, 87% en 2014 y 90% en 2015. Y una disminución por el “corredor” del Caribe: 14%-18% en 2013, 13% en 2014 y 10% en 2015.

			La frontera con México es considerada la principal puerta de entrada de cocaína a Estados Unidos, especialmente por vía terrestre, en vehículos de carga o en compartimientos secretos en autos particulares. Comparados con Colombia, los decomisos de cocaína en los estados fronterizos de Estados Unidos con México son relativamente bajos. Colombia decomisó 323 toneladas en 2016 y Estados Unidos 10.8 (10,839 kilogramos, de los cuales 5,447 se incautaron en el corredor de San Diego y 2,474 en el corredor del Valle del Río Grande). En cuanto al consumo de cocaína en Estados Unidos, los datos de 2015 muestran incrementos entre quienes iniciaron el consumo en el último año —personas de 12 años y más— en niveles superiores a los de 2007: de 906 mil a 968 mil. El informe señala una correlación entre el incremento de la producción potencial de cocaína en Colombia y el inicio del consumo en el último año. El consumo de los mismos grupos de edad en el último mes de 2015 también muestra una tendencia creciente, aunque en niveles inferiores a los de 2006 y 2007: un total de 1.9 millones en 2015, de los cuales 1.2 millones eran mayores de 26 años, y luego 2.4 millones en 2006 y 2.1 millones en 2007. Respecto al porcentaje de pureza anual y los precios por un gramo de cocaína en Estados Unidos, las estimaciones de 2009 a 2015 muestran valores promedio relativamente estables: 45.3%-49.1% de pureza contra 61.1% en 2007 y 56.4% en 2016. El precio promedio del gramo de cocaína pasó de 116 dólares en 2007 a 202 en 2015 y luego bajó a 165 en 2016. El documento señala que la relación entre la producción de cocaína y los precios en el mercado estadounidense es débil; y agrega que otros factores, como la competencia en los mercados de drogas y los cambios en la población de usuarios, influyen en los precios domésticos más de lo que se había reconocido.

			Finalmente, el documento presenta información sobre el grado de amenaza de la cocaína, según la clasificación de agencias policiales estatales, locales y tribales en Estados Unidos, que la consideran una amenaza de nivel bajo comparada con otras drogas, como los opioides en los estados del este y las metanfetaminas en los del oeste. En cuanto a las 21 oficinas de la Drug Enforcement Administration (dea) en territorio estadounidense, en la primera mitad de 2016 cuatro clasificaron la cocaína como la cuarta amenaza más grande y sólo dos, Florida y el Caribe, la pusieron en el primer lugar. Asimismo, quince afirmaron que la disponibilidad de cocaína era moderada y estable comparada con el periodo anterior y cuatro reportaron que era alta: Houston, Los Ángeles, Filadelfia y Washington, d.c.

			Las organizaciones delictivas

			La producción y comercialización de cocaína las han realizado diversas organizaciones delictivas de Colombia y México, cuya denominación legítima ha sido objeto de disputa entre diversos agentes sociales. En 2011 se dio una discusión en Colombia entre las autoridades de Bogotá, el ministro de Defensa, Rodrigo Rivera, y el director del Centro de Estudio y Análisis en Convivencia y Seguridad Ciudadana, quienes sostenían que en la capital colombiana y en Cundinamarca no había presencia de las denominadas “bandas criminales” (Bacrim), y quienes decían lo contrario basados en un estudio que comenzó en 2009 encabezado por el politólogo Mauricio Acosta y apoyado por el concejal Antonio Sanguino. El estudio mostraba —con base en datos de varias asociaciones civiles y testimonios de líderes en el trabajo de campo— que en al menos ocho localidades de Bogotá operaba el autodenominado Ejército Revolucionario Popular Anticomunista de Colombia (Erpac), fundado y liderado por Pedro Guerrero, una organización delictiva dedicada al tráfico de drogas, lo mismo que al homicidio, las desapariciones forzadas, los ataques a líderes sociales y desplazados, los juegos de azar, el préstamo de dinero, las casas de cambio y el robo de combustible (El Espectador, 2011).

			Una discusión similar se dio en la Ciudad de México entre autoridades y diversos agentes de la sociedad civil en 2017, pero acerca del uso o no de la etiqueta “cártel” para denominar a una o varias de las organizaciones delictivas que operaban en ese momento en la capital del país. En Colombia se trataba de reconocer o negar la aplicación de una designación oficial a ciertos grupos delictivos a partir de un momento determinado, sin cuestionar la pertinencia o no de la designación. En México, la disputa no era por una definición oficial, sino por una etiqueta que todo el mundo creía saber qué significaba, dada su repetición obsesiva en los medios y el lenguaje cotidiano.

			A raíz de la muerte de quien las autoridades señalaron como el líder (Felipe Pérez) y otros miembros de una organización delictiva en un enfrentamiento con elementos de la Secretaría de Marina-Armada de México (Semar) en la delegación Tláhuac de la Ciudad de México, que gobernaba en ese momento Rigoberto Salgado, del partido Movimiento Regeneración Nacional (Morena), se inició una discusión ociosa, una feria polisémica, entre autoridades, medios de comunicación y opinadores acerca de la manera “más adecuada” de nombrar a esa organización. Una lucha simbólica por impulsar las ideas de cada uno sobre lo que sería un “cártel” para ver quién tenía más capacidad performativa; es decir, de crear la cosa al nombrarla, para imponer en la mente del gran público la definición “verdadera”. El jefe de gobierno de la Ciudad de México, Miguel Mancera, dijo que ese grupo delictivo no podría ser calificado como “cártel”, clasificación que le correspondería hacer al gobierno federal (!!!), afirmó, sino como “una organización delictiva grande, fuerte y que requería intervención sólida”, “una organización delictiva amplia, violenta”, conformada por “gente violenta, armada, que están vinculados con homicidios, con narcomenudeo, que estaban expandiendo su actividad, no solamente al área de Tláhuac, sino alcanzando parte de Xochimilco, Iztapalapa y algunas otras zonas” (Juárez, 2017). Mancera aseguró que en las acciones contra el grupo delictivo había habido un trabajo de inteligencia de más de seis meses de parte de la Secretaría de Marina, la Procuraduría General de la República (pgr) y su gobierno (Ruiz, 2017), aunque el operativo federal se llevó a cabo cuando Mancera se encontraba en Chihuahua donando patrullas y aparentemente sin estar enterado (Gobierno del Estado de Chihuahua, 2017). Señaló que el grupo delictivo tenía armas largas y sicarios y que “si fuera un cártel no podríamos incidir nosotros, lo tendría exclusivamente la autoridad federal” (El Universal, 2017). No hay ninguna ley que señale semejante invención. Por su parte, la Secretaría de Marina, en voz del titular de Comunicación Social de esa institución, el vicealmirante Benjamín Mar, afirmó, correctamente, refiriéndose a la organización delictiva: “no utilizo la palabra cárteles, porque no existe como tal, pero sí la delincuencia organizada” (Romero Sánchez, 2017). Efectivamente, la Ley Federal contra la Delincuencia Organizada (lfdo) habla de delincuencia organizada, no de “cárteles”. La Secretaría de Marina indicó que ese grupo se dedicaba al tráfico de drogas al menudeo, la extorsión y el secuestro, y se le adjudicaban más de treinta homicidios. En agosto de 2016, gente al servicio de Pérez amenazó a un mando de la Policía de Investigación de la Ciudad de México y en noviembre el propio Pérez hizo lo mismo. En ese año, la Procuraduría General de Justicia (pgj) había arrestado a varios miembros de su organización (Nieto, 2016).

			En el imaginario de medios, periodistas, caricaturistas y analistas, la organización delictiva liderada por Pérez era sin duda para ellos un “cártel”. Para las autoridades federales, de la Ciudad de México y de otros niveles de gobierno ese estatus, también sin duda para ellos, sólo lo tienen ciertas organizaciones. No se sabe qué entendían los funcionarios cuando utilizaban la palabra. Ni el Código Penal Federal ni la Ley Federal contra la Delincuencia Organizada la incluyen. Es decir, en términos estrictamente jurídicos no existe en las leyes mexicanas dicha figura. En este sentido, Mancera tendría razón, pero no en decir que la clasificación le correspondería al gobierno federal, sin especificar. Esto es competencia y decisión del Poder Legislativo, que tiene autoridad para crear, reformar o derogar leyes, para establecer el marco legal del Estado mexicano, aunque sus clasificaciones puedan ser incorrectas.

			La Real Academia Española consigna dos significados de “cártel”. El que se le dio originalmente en economía: “Convenio entre varias empresas similares para evitar la mutua competencia y regular la producción, venta y precios en determinado campo industrial”. Y otro, muy general e inútil, para diferenciar a las organizaciones delictivas: “Organización ilícita vinculada al tráfico de drogas o de armas” (Real Academia Española, 2020a). Si tomamos la definición de la economía en sentido estricto, ni la organización delictiva de Pérez era un “cártel” ni todas las demás que las autoridades políticas, las policiales, la gente común o incluso los académicos nombran como tal lo son. En las economías de las sustancias psicoactivas ilegalizadas y las de tipo mafioso la competencia es feroz y las alianzas son coyunturales, inestables, efímeras, lo que hace imposible la cartelización y limita la esfera de influencia de las organizaciones delictivas y su capacidad de control de la cadena de valor de las mercancías con las que negocian. Lo que existe es un campo delictivo donde predomina, en la actualidad, una estructura oligopólica, conformada por organizaciones y coaliciones de distinto tamaño y composición en competencia permanente por la hegemonía, que coexiste con una proliferación de grupos delictivos armados de menor tamaño que pueden o no estar vinculados con los más grandes para actividades específicas, subordinadas o subcontratadas.

			La segunda acepción es más problemática, pues para la Real Academia Española una organización es la “asociación de personas regulada por un conjunto de normas en función de determinados fines”. No establece un número mínimo de personas, así que cualquier organización ilícita, independientemente del tamaño y la estructura interna dedicada al tráfico de drogas o armas, podría ser clasificada como “cártel”. Da lo mismo que esté compuesta por dos personas, cien, mil, cinco mil o más, que su estructura sea vertical, horizontal o reticular. En esa lógica, el mundo delictivo estaría “cartelizado”. Esto es simplemente absurdo, delirante. Esa acepción de “cártel” reduce un fenómeno complejo a una etiqueta sin utilidad epistemológica. Quienes asumen ese significado piensan y están convencidos, o parecen estarlo, de que su percepción es una especie de verdad revelada y no un simple fetiche lingüístico.

			La autoridad política no especifica qué entiende por “cártel”; no se refiere a lo que señala la Real Academia Española, pero tampoco puede invocar las leyes mexicanas porque en éstas la figura jurídica no existe. Sin un referente conceptual ni una tipología que distinga claramente las razones para etiquetar como “cárteles” a unas organizaciones delictivas y a otras no, la autoridad política muestra la arbitrariedad de su discurso. Mancera, aburrido y cansado de una discusión que contribuyó a generar con sus declaraciones, y que él y sus colaboradores nunca supieron argumentar de manera fundamentada y convincente, concluyó: “Llámense como se llamen, cualquier brote de delincuencia la vamos a combatir con toda fuerza y energía. No nos importa la nomenclatura” (Proceso, 2017). Interrogado sobre la posible presencia permanente de traficantes poderosos y de las organizaciones delictivas más fuertes del país en la Ciudad de México, Mancera declaró en septiembre de 2015: “las capturas… los seguimientos no quiere decir que estén establecidos [en la ciudad] (…) revisen las declaraciones que han hecho los capos cuando los capturan y una de las preguntas recurrentes que les hacen es si estaban establecidos en la Ciudad de México y ellos mismos dicen que operativamente no les resulta compatible [!!!]” (Sarabia, 2015). En enero de 2013, Mancera afirmó: “el informe que tengo es que no tenemos asentado ningún cártel de la droga en el df” (Aristegui Noticias, 2013). El mismo mes, el entonces subsecretario de Planeación y Protección Institucional de la Secretaría de Gobernación (Segob), Manuel Mondragón, ofreció el apoyo de las fuerzas federales al jefe de gobierno de la Ciudad de México para combatir la inseguridad, y Mancera respondió: “No requerimos en este momento ningún otro tema más allá de la coordinación, el diálogo” (Vanguardia.mx, 2013). En junio del mismo año, luego del asesinato de cuatro personas en el barrio de Tepito, Mancera dijo: “Lo que tenemos en Tepito son brotes de violencia y algunas pandillas, pero siempre el propio barrio rechaza este tipo de grupos [sic]” (Crónica, 2013). Algunas notas de prensa dieron cuenta de varias ocasiones en que Mancera negó, por lo menos desde 2008, el asentamiento de grandes organizaciones delictivas en la capital del país. Sólo aceptó que existía el tráfico al menudeo (León, 2017). La dea aseguraba lo contrario.

			En julio de 2015, un informe de esa agencia con un mapa de la República Mexicana señaló que en la Ciudad de México tenían una “presencia dominante” cinco grandes organizaciones delictivas, que llamaba “cárteles”, y también “organizaciones de tráfico de drogas” (drug trafficking organizations, o dto). A saber: “Sinaloa”, “Zetas”, “Golfo”, “Caballeros Templarios” y hermanos Beltrán. El documento se basó en “una revisión exhaustiva de informes actuales de la dea, datos de las oficinas de la dea en México, e información de libre acceso” (dea Intelligence Report, 2015). El 2 de agosto de 2017, la Primera Comisión de Gobernación, Puntos Constitucionales y de Justicia, de la Comisión Permanente del Congreso de la Unión, acordó: 1. Exhortar al jefe de gobierno de la Ciudad de México “para que, en coordinación con las instancias federales competentes, continúen con la implementación de acciones coordinadas en materia de seguridad pública”; y 2. Exhortar a la Procuraduría General de la República para que investigue “los presuntos vínculos del jefe delegacional de Tláhuac, con integrantes del crimen organizado”. Para esta comisión, en la Ciudad de México no había simples grupos del tráfico al menudeo y las fuerzas de seguridad de la capital del país, incluso siendo las más numerosas, necesitaban el apoyo de las federales (Comisión Permanente del H. Congreso de la Unión, 2017).

			Para quienes asumen una actitud religiosa, creen, tienen fe y se oponen, por principio, a la etiqueta que la autoridad política niega para algunas organizaciones delictivas, pero la acepta para otras, de manera totalmente arbitraria, la palabra “cártel” tiene un significado mágico: homogeneiza lo que habría que diferenciar. Por ejemplo, la organización delictiva presuntamente liderada por Nemesio Oseguera (Jalisco Nueva Generación) se caracterizaría de la misma manera que la de Pérez, la de Guzmán-Zambada y la de Tepito, etc. Todas esas organizaciones delictivas serían, en esa lógica, “cárteles”, sólo que unas lo serían “más” que otras, como admitirían algunos al estilo orwelliano.

			Desde principios de los años ochenta, la dea, algunos fiscales de Florida y la prensa que les hizo eco popularizaron la palabra “cártel” para referirse a las organizaciones delictivas colombianas traficantes de cocaína que estaban operando en esa región. El us Code no consigna la figura jurídica de “cártel”. En las leyes de Estados Unidos hay “crimen organizado” (organized crime), pero no “cárteles”, que es la palabra que las autoridades de esa nación emplean para referirse a organizaciones delictivas de otros países, particularmente a las mexicanas que trafican droga y tienen presencia en Estados Unidos. En Colombia se hablaba de “cárteles” en la época de Pablo Escobar y los hermanos Rodríguez, y luego el gobierno colombiano los desapareció oficialmente del discurso de un plumazo al llamar a las organizaciones delincuenciales “Bacrim” (bandas criminales) en la presidencia de Álvaro Uribe. Según el periódico colombiano El Espectador, es un “término que acuñó hace dos años [2009] el Ejército para referirse a los grupos de ‘paras’ desmovilizados que se rearmaron”. Asimismo, desde el 22 de abril de 2016, la Directiva Permanente 0015 del Ministerio de Defensa Nacional desapareció a las Bacrim y en su lugar comenzó a hablar de “grupos armados organizados” (gao) (El Espectador, 2011). No fue un simple cambio de nombre. Fue y sigue siendo un esfuerzo y una estrategia para deshacerse de una etiqueta estigmática e inadecuada, aunque la designación anterior y la más reciente también sean muy generales e imprecisas. En Colombia y Estados Unidos siguen existiendo organizaciones delictivas similares a las que en México se etiquetan como “cárteles”, pero en Colombia son grupos armados organizados y en Estados Unidos “pandillas”. Curioso, sin duda. Gracias a esto, y no a las características propias de las organizaciones delictivas, ahora los “cárteles” se asocian con México, no con Colombia o Estados Unidos. Pura magia lingüística y política, y repetidores acríticos de la etiqueta.

			Veamos. En Colombia, el 1 de julio de 2010, en el gobierno de Álvaro Uribe, el Ministerio del Interior y de Justicia publicó el decreto 2374, que creó la Comisión Interinstitucional contra las Bandas y Redes Criminales (Ministerio del Interior y de Justicia, 2010). En ese documento se mencionan varias organizaciones delictivas: los “Rastrojos”, los “Paisas”, los “Urabá” (o “Urabeños”), el Ejército Revolucionario Popular Antiterrorista Colombiano (erpac), “Renacer” y los “Machos”. En la descripción que hace se dice que están conformadas por “varias personas”, que se dedican a varios delitos, sin especificar, que se despliegan hacia zonas donde convergen las fases de la cadena del tráfico de drogas y que tienen alianzas con grupos considerados terroristas, como las Fuerzas Armadas Revolucionarias de Colombia (farc) y el Ejército de Liberación Nacional (eln). El documento distingue “componentes estructurales”: se localizan particularmente en zonas rurales, tienen armas de guerra, cuentan con niveles jerárquicos, buscan ejercer el control de zonas estratégicas para el tráfico de drogas y “otras modalidades delictivas”. Otro componente son las redes delictivas. No forman parte de la estructura, dice el documento. Son contratadas de manera informal para tareas específicas, portan armas cortas y se identifican como miembros de la organización para la cual realizan sus actividades. Las llamadas “Bacrim” complementan “la actividad criminal a través de rutas y contactos nacionales e internacionales para el tráfico y microtráfico de drogas, armas, municiones y explosivos”. Es decir, lo mismo que hacían los anteriormente llamados “cárteles”. En otro apartado se reconoce que las denominadas bandas y redes criminales “desarrollan sus actividades delictivas tanto en zonas rurales como urbanas”.

			El artículo 11 de dicho decreto 2374 agrega: “El Comando General de las Fuerzas Militares dispondrá un mecanismo interno, para que a solicitud de la Policía Nacional, se autorice el uso de la fuerza militar contra las bandas criminales cuando su nivel de hostilidad y organización así lo amerite. En todo caso, los comandantes militares y de policía en la respectiva jurisdicción, deberán coordinar el tipo de apoyo”.

			Casi seis años después, el 22 de abril de 2016, el Ministerio de Defensa Nacional emitió la Directiva Permanente 0015, en la que establece los lineamientos “para caracterizar y enfrentar a los Grupos Armados Organizados (gao)” (Ministerio de Defensa Nacional, 2016). El documento señala que la Policía Nacional (pn) es la encargada de enfrentar a los grupos de la delincuencia, pero que tanto la Policía Nacional como la autoridad civil pueden solicitar la asistencia de las fuerzas militares. Aclara que la Policía Nacional “será la responsable de coordinar y realizar las labores investigativas y operacionales contra los grupos delictivos organizados”. El documento define a los grupos armados organizados como “los que bajo la dirección de un mando responsable, ejerzan sobre una parte del territorio un control tal que les permita realizar operaciones militares sostenidas y concertadas”. Para que un grupo sea caracterizado como tal debe haber otros elementos concurrentes, señala. Por ejemplo:

			
					Que use la violencia armada contra la Fuerza Pública u otras instituciones del Estado, la población civil, bienes civiles o contra otros grupos armados.

					Que tenga la capacidad de generar un nivel de violencia armada que supere la de los disturbios y tensiones internas.

					Que tenga una organización y un mando que ejerce liderazgo o dirección sobre sus miembros, que le permitan usar la violencia contra la población civil, bienes civiles o la Fuerza Pública, en áreas del territorio nacional.

			

			Para las autoridades colombianas, algunos de los grupos que anteriormente se denominaban “Bacrim” ya podían ser caracterizados como grupos armados organizados, dado “el nivel de hostilidades y de organización de la estructura armada” que habían logrado. No tenían ideología política ni la directiva implicaba que se les otorgara un estatus político. Como indicadores para medir la intensidad de las hostilidades que implicaría la necesidad de la participación de las fuerzas militares se mencionan, entre otros, “el tipo de armamento empleado, la utilización de equipos militares, el bloqueo o el asalto a ciudades y la extensión de su destrucción (…); la ocupación de un territorio, de ciudades y pueblos (…); y el cierre de carreteras”. El documento agrega que en el marco del derecho internacional humanitario “la finalidad o el móvil con que actúe un grupo no serán relevantes para la aplicación del uso letal de la fuerza”.

			El documento distingue también al “grupo delictivo organizado” (gdo), en inglés organized criminal group, y retoma lo que señala la Convención de Palermo del año 2000: “Se entenderá un grupo estructurado de tres o más personas que exista durante cierto tiempo y que actúe concertadamente con el propósito de cometer uno o más delitos graves o delitos tipificados con arreglo a la Convención de Palermo, con miras a obtener, directa o indirectamente, un beneficio económico u otro beneficio de orden material”. Aclara que esos grupos no tendrán que ser necesariamente de carácter transnacional y que se incluirán los delitos tipificados en el Código Penal colombiano. Quienes decidirán sobre la clasificación de gao o gdo serán los miembros permanentes del Acuerdo de Comandantes del Sector Defensa, con base en información de inteligencia. Marcar las diferencias y el nuevo estatus de uno u otro grupo es una atribución exclusivamente militar, de acuerdo con ese documento.

			Con base en esas caracterizaciones, resulta obvio que todo gao es también un gdo, que en la práctica todo gdo también esté armado y que pueda tener algunas de las capacidades atribuidas a los gao. Ambos pueden dedicarse también al mismo tipo de actividades. No hay manera de distinguir entre los distintos tamaños y estructuras de unos y otros grupos en su respectiva clasificación. De nuevo, es una forma muy general de abarcar en dos grandes conjuntos las relaciones complejas entre las guerrillas, los paramilitares, los traficantes, los grupos económicos y políticos locales y las actividades ilícitas que comparten.

			“Urabeños”, Úsuga, “Golfo”

			Veamos el ejemplo de los llamados “Urabeños” y las distintas maneras de clasificarlos a través del tiempo. Fredy Rendón fue jefe del Bloque Élmer Cárdenas de las Autodefensas Unidas de Colombia (auc), una organización paramilitar, entre cuyas actividades estaba el tráfico de drogas, que operó en el Urabá y el Chocó con apoyo de empresarios, militares y políticos. Rendón se sometió a la Ley 975 de Justicia y Paz en 2007 y salió libre en 2015 (Semana, 2015). Su hermano Daniel conformó luego un grupo paramilitar que llamó “Héroes de Castaño”, en el que integró a los hermanos Juan y Dairo (o Darío) Úsuga, y a Henry López, entre otros. Después le cambiaron el nombre y se hicieron llamar “Autodefensas Gaitanistas” (ag). Daniel fue capturado en 2009. De esa matriz surgen los “Urabeños”, con presencia en los departamentos de Urabá y Córdoba, cuyo líder era Juan Úsuga. Luego de que comandos jungla de la Policía Nacional le dieron muerte a principios de enero de 2012, su hermano Dairo, mejor conocido con el alias de Otoniel, se convirtió en la cabeza de la organización (Matta Colorado, 2015). En la clasificación oficial de esa época, los “Urabeños” eran una “Bacrim”. Sus negocios: tráfico de cocaína, extorsiones, minería ilegal, entre otros. En 2012, la Corporación Nuevo Arco Iris estimaba que esa organización delictiva podría tener alrededor de “1,200 unidades de combate distribuidas en el Chocó, Antioquia, Córdoba y Sucre” (El Espectador, 2012). En julio de 2012 fue detenido Alexander Montoya en Honduras, considerado el segundo al mando en esa organización. Las autoridades colombianas lo acusaban de enviar en 2012 más de veinte toneladas de cocaína hacia Centroamérica con destino final a Estados Unidos (Colprensa, 2012). En 2013 se consideraba que “Los Urabeños con Otoniel a la cabeza están detrás del control del monopolio del tráfico de estupefacientes, minería ilegal, propiedades y bienes de narcos muertos o extraditados, de las oficinas de cobro desdoblándose en regiones estratégicas del país y de promover ‘combos’ de sicarios que operan en Cali, Buenaventura, Medellín, Santa Marta, Córdoba y el Eje Cafetero” (Arrázola, 2013). En 2014, fue capturado Andrés Pérez por la Policía Nacional de Colombia, “quien coordinaba los envíos de droga de la banda criminal los Urabeños a Centroamérica, México y Estados Unidos” (Notimex, 2014).

			Juan de Dios y Dairo Úsuga fueron miembros de la guerrilla del Ejército Popular de Liberación (epl), luego de las Fuerzas Armadas Revolucionarias de Colombia (farc) y después de las Autodefensas Campesinas de Córdoba y Urabá (accu), lideradas por los hermanos Carlos y Vicente Castaño. En 2015, información periodística basada en datos de la Policía Nacional y la Fiscalía de Colombia estimaba que en los últimos cinco años habían sido arrestados 6,700 miembros de esa “banda” en todo el país, incluidos elementos de la fuerza pública. Ese año, las autoridades calculaban que la organización tenía alrededor de 1,800 hombres. Un oficial antidrogas declaró: 

			Ellos afirman que pueden ser 8,000 o más integrantes, pero realmente son muy pocos. Lo que hicieron fue crear una especie de confederación de criminales de todo tipo que actúa bajo la “marca” de Urabeños, lo cual explica en parte por qué actúan en muchos departamentos del país (…). Bandas como la Empresa, en Buenaventura; la Oficina de Envigado, en Antioquia; la Cordillera, en el Eje Cafetero; o Pijarvey o el llamado bloque Meta en el oriente del país, terminaron aliadas y trabajando para Otoniel y los Urabeños. Esa capacidad de articular y poner a su servicio criminales de cualquier calaña ha sido parte de su poder, sumado a la inmensa capacidad que tienen para corromper y permear la fuerza pública en las regiones (Semana, 2015a). 

			El gobierno colombiano inició una ofensiva contra los Úsuga en febrero de 2015, llamada Operación Agamenón, y envió al golfo de Urabá una veintena de helicópteros Black Hawk, 1,200 policías, grupos de élite y “aviones especiales de inteligencia”. En resumen:

			Para enero de 2011, cuando ordenaron un paro armado que paralizó tres departamentos, entre ellos el norte de Antioquia, Córdoba y Magdalena, el país entendió que los Urabeños no eran una banda criminal de poca monta sino una organización criminal desafiante y llena de tentáculos (…). Para el gobierno es claro que los Urabeños no son una continuación de las antiguas auc y que son simple y llanamente una banda de crimen organizado (Semana, 2015a).

			A esa organización, autoridades y medios de información la empezaron a llamar también “clan Úsuga” —a partir del 25 de abril de 2015, cuando el general Rodolfo Palomino, director de la Policía Nacional, anunció este cambio de nombre para que no se relacionara con los habitantes de la zona geográfica del Urabá— y “clan del Golfo” —a partir del 13 de junio de 2016, según lo señalado por el ministro de Defensa, Luis Villegas, para no identificarla con las personas de apellido Úsuga—. Ambas denominaciones se habían dado por decisión del propio presidente Juan Santos para evitar la estigmatización. Para el último cambio, una residente en Antioquia de apellido Úsuga le había solicitado al presidente Santos en abril de 2016 cambiarle el nombre a la organización delictiva. Señalaba dificultades para quienes llevaban ese apellido al tratar de ingresar a otro país para conseguir trabajo o una beca y llevar una vida común. Le dijo al presidente: “Estoy segura de que sus asesores podrán ayudarle a buscar una denominación más ajustada al quehacer delictivo de esta estructura criminal” (Cárdenas y Colprensa, 2016). El presidente Santos afirmó: “El cambio de nombre obedece a que la familia Úsuga solicitó que por favor no los siguieran estigmatizando” (Noticiasrcn.com, 2016). La organización delictiva liderada por Dairo Úsuga era sin duda una organización muy grande, diversificada por el origen de sus ingresos y poderosa en términos de armas y dinero para ser una simple “banda” o un “clan”; es decir, según esas designaciones ¡sólo se caracterizaría por estar armada y por los vínculos familiares de su dirigencia!

			En la prensa se hace la distinción al nombrar a las diferentes organizaciones delictivas de Colombia y otros países. Por ejemplo, los Úsuga son un “clan” o una “banda criminal” (El Espectador, 2014), mientras que sus socios mexicanos de “Sinaloa” y los “Zetas” son “cárteles” (efe en Bogotá, 2014) (Semana, 2017). Documentos de varios miembros de la organización delictiva denominada Úsuga o del “Golfo” incautados en los operativos es su contra mostraron que habían intentado que esta estructura fuera considerada como un agente social armado, para llegar a una negociación con el gobierno colombiano; también negaban estar relacionados con el tráfico de drogas. Estos documentos mostraron lo contrario; por ejemplo, que compraban el kilo de cocaína en diferentes partes de Colombia con un costo de entre ochocientos y mil dólares y lo revendían en el país con un costo de entre mil doscientos y mil quinientos dólares, principalmente, se dijo, a organizaciones mexicanas. Si enviaban la droga a Centroamérica, los socios mexicanos compraban el kilo en tres mil dólares (Semana, 2017a).

			Los cambios oficiales en la manera de nombrar a las organizaciones delictivas en Colombia han contado con el apoyo de autoridades de Estados Unidos. Por ejemplo, un documento de la Office of Foreign Assets Control (ofac) de diciembre de 2013 se refiere a la organización liderada por Joaquín Guzmán como “cártel”, mientras que a las organizaciones colombianas como los “Rastrojos” y los “Urabeños” (Úsuga) las llama “bandas criminales” (Swanson, 2013). Otro documento del Departamento de Justicia de Estados Unidos del 23 de junio de 2015, en el que dos fiscales federales y un funcionario de la dea anunciaron la apertura de cinco acusaciones hechas en los tribunales federales de Nueva York y Miami contra 17 miembros de la organización delictiva Úsuga, asentó 19 veces la palabra “clan” para referirla, cuatro veces “Bacrim” y una sola vez “cártel”. El documento consigna también varias denominaciones: “grupo Bacrim narcotraficante”, “empresas narcotraficantes criminales”, “empresas criminales Bacrim”, “estructura Bacrim”, “bandas criminales estructuradas” y “red criminal”. En una de las acusaciones se dice: “El clan Úsuga coordinó la producción, compra y traslado de cargamentos de múltiples toneladas de cocaína, así también como la recepción de los cargamentos de cocaína en México y Centroamérica, para la importación final a los Estados Unidos” (Departamento de Justicia de los Estados Unidos, 2015). Es decir, los miembros de esa organización operan también fuera de Colombia y no sólo en los países mencionados, sino en Europa. Y entrarían en la clasificación de “delincuencia organizada transnacional” (transnational organized crime). Por ejemplo, en un operativo de la Guardia Civil española y la dea en diciembre de 2014 fue detenido en Madrid un sujeto identificado como miembro y sicario de los Úsuga, Víctor Alonso M.P., quien según las autoridades tenía la misión de expandir sus negocios en Europa y crear una red de sicarios para usarlos contra los deudores de droga (Infobae, 2014).

			A los Úsuga les han decomisado en puertos de Colombia varias toneladas de cocaína con destino a distintos países de Europa, como Holanda, Portugal y Alemania (El Heraldo, 2015; El Espectador, 2014a). Otro de sus negocios es el tráfico de migrantes ilegales que llegan, por ejemplo, de Asia a Colombia, y de allí los introducen a Panamá (efe, 2015). Para el lavado de dinero han utilizado a líderes de iglesias cristianas evangélicas en los departamentos del Chocó y Antioquia y a organizaciones no gubernamentales (Protestante Digital, 2015). Se ha señalado, por ejemplo, que en algunas regiones de Antioquia los Úsuga han ocupado zonas para realizar sus delitos antes controladas por las farc (El Espectador, 2017). A los Úsuga se les ha vinculado con varias organizaciones delictivas de México, como los “Zetas” y la de Guzmán-Zambada. En 2013, autoridades colombianas decomisaron en el puerto de Cartagena 3.8 toneladas de cocaína, un cargamento que según el director de la Policía Nacional tenía como destino Veracruz y era para los “Zetas” (ap, 2013). En México fue detenido un presunto contador de la organización Guzmán-Zambada, Juan Álvarez, quien, según la Dirección de Investigación Criminal e Interpol, antes Dirección Central de Policía Judicial e Inteligencia, de la Policía Nacional de Colombia (mejor conocida como dijin), “movía desde México los hilos de una red de lavado de dinero para el pago de cargamentos de cocaína del ‘clan Úsuga’”. Enviaba giros a prestanombres en varias ciudades de Colombia desde casas de cambio en México (El Tiempo, 2016). Cuando Joaquín Guzmán se fugó del penal del Altiplano en julio de 2015, las autoridades colombianas señalaron que entre los apoyos de Guzmán en ese país estaban los Úsuga, quienes “brindan apoyo militar a los mexicanos cuando están en Colombia y, además, son sus anfitriones y grandes socios”. También señalaron ayuda de algunos dirigentes de las farc en Putumayo, Nariño y Cauca, así como de otras organizaciones delictivas, como una llamada “la Empresa”, que controlaría una parte del puerto de Buenaventura, y otra denominada “Oficina de Envigado” (El Tiempo, 2015).

			El balance después de seis meses de la Operación Agamenón contra los Úsuga en el Urabá de los departamentos del Chocó, Antioquia y Córdoba, coordinada por cuatro generales, era la captura de más de cuatrocientas personas, entre las cuales había una veintena de jefes y testaferros, y la destrucción de campamentos y laboratorios, así como la incautación de droga, propiedades y dinero. Pero también estaba el aspecto negativo, lo que el general Luis Martínez señaló como la “hegemonía criminal y el control” de los Úsuga durante treinta años en esa región, lo que implicaba tener una amplia red de apoyo entre la población, vigilantes e informantes, y una desventaja para las acciones de la policía. El general Martínez afirmó: “Esto es una guerra entre la Fuerza Pública y una organización criminal” (Martínez Hernández, 2015).



OEBPS/Images/portada_sin_un_solo_disparo.jpg
LUis ASTORGA)

¢SIN'UN SOLO
DISPARO?

Inseguridad y delincuencia orgafiizada
en el'gobierng de Enrique Pefia.

Uniyersidad Nacional Auténioma delVexicd
Instituto de Investigaciones Soeiales'





OEBPS/Images/logo_UNAM_negro.jpg





